
Yumbo valle del cauca, 24 de febrero de 2024 

 
 
 

Señor: 
 

JUEZ DEL CIRCUITO 

(REPARTO) 

 

E.S.D. 

 
 
 

Ref. Acción de tutela contra la Comisión Nacional del Servicio Civil, la 

Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales y la Universidad Área Andina 

 
 
 

Yo, MICHAEL ALEXANDER CASTILLO ESCOBAR, identificado con la cédula de 

ciudadanía No. 1.118.299.503 de Yumbo valle , con correo electrónico 

maicolcastillo19@hotmail.com  domiciliado en yumbo valle , actuando en calidad de 

aspirante en el PROCESO DE SELECCIÓN DIAN 2022 MODALIDAD DE 

INGRESO, dentro del cargo ofertado  en la OPEC 198368 , Gestor I código de 

empleo 301 , grado 1 con el objeto de presentar Acción de tutela contra la 

Comisión Nacional del Servicio Civil, en adelante CNSC, la Dirección de 

Impuestos y Aduanas Nacionales en adelante DIAN, y la Universidad Área 

Andina como ejecutora de las FASE II de la citada convocatoria, en los siguientes 

términos: 

 

I. FUNDAMENTOS FÁCTICOS 
 

Primero: De acuerdo con el artículo 1 del Acuerdo No. CNT2022AC000008 del 29 

diciembre de 2022, expedido por la Comisión Nacional de Servicios Civil, - CNCS -, 

se ordenó convocar a proceso de selección para proveer vacantes definitivas al 

sistema de carrera especifica administrativa de la Dirección de Impuestos y Aduanas 

Nacionales – DIAN -, mediante proceso de selección DIAN 2022. 

 

Segundo: Soy participante dentro del PROCESO DE SELECCIÓN DIAN 2022 

MODALIDAD DE INGRESO, para el cargo ofertado en la OPEC 198368, Gestor I 

código de empleo 301, grado 1. 

 

Tercero: Dentro de este proceso presenté el examen de competencias básicas, 

funcionales y pruebas de integridad y revisión de hoja de vida obteniendo los 

siguientes resultados: 
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Imagen 1. Sumatoria de puntajes obtenidos – OPEC 198368 

 

 

 

 

Cuarto: Fui excluido de la FASE II del concurso, según los argumentos de la CNSC, 

por no encontrarme dentro de los tres primeros puntajes para ser llamado a dicho 

curso. Lo anterior, a pesar de que la condición establecida en el inciso segundo del 

artículo 20 del Acuerdo No. CNT2022AC000008 del 29 diciembre de 2022, expedido 

por la CNCS, estableció que en aplicación del artículo 29, numeral 29.2, del Decreto 

Ley 71 de 2020, se llamara a Curso de Formación correspondientes a la Fase II del 

proceso de selección DIAN 2022, a partir del siguiente criterio: 

 

“En los términos de la norma precitada, para cada una de las vacantes 

ofertadas de los empleos antes referidos, se llamarán al respectivo Curso de 

Formación a los concursantes que, habiendo aprobado la Fase I, ocupen los 

tres (3) primeros puestos por vacante, incluso en condiciones de empate en 

estas posiciones, según la relación que previamente haga de ellos la CNSC 

mediante acto administrativo, contra el cual no procederá ningún recurso”. 

(subrayado fuera de texto) 

 
 

Imagen 2. EXCLUSIÓN FASE II Concurso DIAN 2022 

 



Quinto:  A partir de la interpretación anterior, para el empleo dentro cual estoy 

participando, el día 25 de Enero del 2024 fueron llamados a Fase II del curso de 

formación a 1104 aspirantes. Esto por cuanto la oferta es de 366 empleos (1098 es 

el resultado de 394 por 3). No obstante, la publicación hecha en la página SIMO 

(plataforma de administración de y publicación de resultados del concurso de méritos 

DIAN 2022) no me permite consultar la posición mía ni de los demás aspirantes, 

inclusive en condiciones de empate. Únicamente se evidencia el número de puntajes 

que según la CNSC lograron quedar dentro del “grupo” llamado a Fase II del 

concurso. 

 

 
 
 
 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 
La violación de los derechos fundamentales alegados se sustenta en los siguientes 
acápites, que dan cuenta del flagrante atropello al ordenamiento constitucional y 
legal que debe regir el concurso de méritos convocado. 

 

2.1. Violación al principio de confianza legítima y respeto del acto propio 

 

Esta problemática surge producto de una falsa y equivocada interpretación violatoria 

de derechos fundamentales como lo son la igualdad, el debido proceso, el mérito 

y el trabajo. Como se puede ver en el último concepto referido y que se adjunta, se 

incorporó una interpretación irregular y de índole personal por parte de la 

Comisionada Nacional de Servicio Civil, quien contrariando lo expuesto por su 

oficina de asesores se pronunció bajo el manto del cargo que ostenta, afectando con 

su postura a más de un millar de personas que se encuentran afectadas por esta 

misma situación. 

 

Actuaciones como la que se describe, son violatorias además de principios del Estado 

Social de Derecho, como lo es el de la confianza legítima, el cual deriva del artículo 

83 del texto constitucional, y que supone un actuar por parte de las autoridades y los 

particulares ceñido bajo los postulados de la buena fe. En múltiples oportunidades la 

Corte Constitucional ha descrito el alcance de este pilar, indicando que: 

 

“(…) las relaciones con la comunidad han de ceñirse a ese principio, lo que 

implica, de una parte, el deber de proceder con lealtad en las relaciones 

jurídicas y, de otra, el derecho a esperar que los demás obren de la misma 

forma. Ello se predica de todas las relaciones comunitarias y asume 

especial relevancia cuando participa la administración pública, en 

cualquiera de sus formas, dado el poder del que se encuentra investida. 

De tal manera, toda la actividad del Estado se ha de desarrollar dentro del 

respeto al acto propio y la confianza legítima. La Corte Constitucional ha 

indicado que es deber de la administración actuar en sus relaciones jurídicas 



con los particulares de manera consecuente con sus conductas precedentes, 

de manera que los administrados no se vean sorprendidos con conductas que 

resulten contrarias a sus expectativas legítimamente fundadas, basado como 

está el principio de confianza legítima en que las autoridades públicas no 

pueden alterar, en forma inopinada, las reglas que gobiernan las relaciones 

del Estado con los asociados. (…) (Sentencia T-244 de 2012.  

 
 

De conformidad con este principio, se exige que el Estado respete las normas y los 

reglamentos previamente establecidos, de modo que los particulares tengan certeza 

frente a los trámites o procedimientos que deben agotar cuando acuden a la 

administración. Es por eso, que en el presente asunto, y con fundamento en este 

principio, se exige cierta estabilidad o convicción frente a las decisiones de la 

administración, por cuanto el ciudadano tiene derecho a actuar en el marco de reglas 

estables y previsibles. (Consejo de Estado, Radicado 11001-03-15-000- 2016-00402-

00(AC) del 31 de marzo de 2016). 

 

Este principio se traduce en una prohibición impuesta a los órganos de la 

administración para modificar de manera arbitraria y caprichosa determinadas 

situaciones jurídicas que se han generado en actuaciones precedentes que ya 

generaron expectativas justificadas y por consiguiente legítimas en los ciudadanos. 

Carece de toda seriedad el pronunciamiento que aquí se cuestiona ya que las 

actuaciones de las autoridades públicas, que se emiten a través de sus funcionarios, 

deben reflejar la materialización del principio de buena fe y de la inadmisibilidad de 

conductas arbitrarias, que caracterizan al estado constitucional de derecho. 

 

En el presente caso, este principio tiene plena aplicación debido a que los aspirantes 

dentro de la convocatoria de méritos cuentan con expectativas plausibles cuya fuente 

de origen además del Decreto 71 de 2020, ha sido el actuar de la administración, a 

partir de los dos primeros pronunciamientos a los cuales se ha hecho referencia. No 

obstante, surgió una modificación intempestiva e injustificada que quebrantó ese 

principio de confianza legítima y respeto del acto propio. 



 

 

 

2.2. Debida interpretación de la norma 
 

En nuestra legislación se encuentra, entre otras, reconocida una de las reglas 

generales del derecho y es la debida interpretación gramática establecida en el 

artículo 27 del Código Civil Colombiano que señala: 

 

ARTICULO 27. <INTERPRETACION GRAMATICAL>. Cuando el sentido de 

la ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su 

espíritu. 

 
 
 

2.3. Configuración de un perjuicio irremediable 
 
 

Más aún, debe reconocerse que este concepto es de grado inferior al Decreto Ley 71 

de 2020 y es violatorio no solo del debido proceso que procura todo concurso  de 

méritos, sino que, me causa un perjuicio irremediable, esto porque al no ser llamado a 

la Fase II del concurso DIAN 2022, una vez terminado éste curso que es de periodo no 

superior a dos meses, serán provistos los cargos por los aspirantes llamados y ya no 

habrá lugar a materializar cualquier reclamo, pues se estaría ante una posibilidad 

ahora de vulneración de los derechos reconocidos a los otros aspirantes quienes si 

fueron llamados al curso y superaran las demás pruebas. 

 

Es por eso que acudo al juez de tutela, pues el perjuicio irremediable es latente, y por 

lo tanto es urgente la intervención del juez constitucional pues no hay remedio ni 

solución efectiva ni oportuna en un proceso ordinario que supone unos trámites más 

dispendiosos y demorados que los de la acción de tutela y por lo mismo dilatan y 

mantienen en el tiempo la violación de derechos fundamentales que requieren 

protección inmediata. 

 

Estimo señor juez que la satisfacción plena de los aludidos derechos no 

fundamentales no puede diferirse indefinidamente, hasta que culmine un proceso 

ordinario, probablemente cuando ya el período en disputa haya terminado, y cuando 

quienes fueron llamados a curso de formación probablemente cuenten con derechos 

adquiridos, lo que hará imposible que haya una vacante para el suscrito. 

 

De no decretarse el amparo solicitado, se configura un perjuicio irremediable para  mi, 
pues las vacantes disponibles pueden llegar a ocuparse, reduciéndose la posibilidad 
de concursar para ocupar un cargo al que tengo derecho legítimo por estar amparado 
en la norma que rige el concurso y en los pronunciamientos emitidos por la CNSC 

 

Reitero que la CNSC no me permite evidenciar, dentro del aplicativo SIMO, en qué 

posición quedé una vez finalizada la evaluación de las etapas previas pues solo se 

limita a mostrarme la leyenda NO CONTINUA EN CONCURSO, y tan solo me permite 



ver el listado de personas que continúan hasta el puntaje 38.52 que al parecer 

corresponden hasta 1104 aspirantes, aun cuando mi puntaje general fue de 36.75, 

como se observa muy cercano y con total garantía de estar dentro de los tres (3) 

puestos aun en condiciones de empate, tal como reconoció la CNSC mediante oficios 

citados del 24 de octubre y 12 de diciembre de 2023 dando debida aplicación al 

reconocimiento del Decreto Ley 71 de 2020. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

III. PETICIONES 

 

1. Se Ordene a la Comisión Nacional de Servicio Civil y la Universidad Área 

Andina llamarme a la fase II del concurso de méritos DIAN 2022, dentro de la OPEC 

198368 y con esto se evite un daño irremediable que atente contra mis derechos 

fundamentales. 

 

2. Se Ordene a la Comisión Nacional de Servicio Civil y la Universidad Área Andina 

me entreguen de manera detallada el informe de cada uno de los puntajes y su orden, 

inclusive en condiciones de empate del empleo ofertado en la OPEC 198368 

 

3. Se Ordena a la Comisión Nacional de Servicio Civil y la Universidad Área Andina 

me informen de manera precisa cual es mi posición, contando inclusive en 

condiciones de empate, respecto de mi puntaje obtenido para la oferta pública del 

empleo DIAN 2022 con OPEC 198368. 

 

4. Se Publique y se haga de conocimiento al público la solicitud de amparo de estos 

derechos fundamentales para que las demás partes interesadas, en especial los 

demás ciudadanos a quienes de igual manera se les está vulnerando sus derechos, 

puedan presentar la respectiva reclamación. 

 
 

 

 

 

 

 



    JURAMENTO 
 

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que por los mismos hechos y derechos 

no he interpuesto acción de tutela. 

 

 

 

 

 

 

                                                                NOTIFICACIONES 

 
Atentamente me permito señalar señor Juez que la COMISIÓN NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL CNSC, recibe notificaciones en los correos electrónicos 

notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co y atencionalciudadano@cnsc.gov.co los 

cuales se extraen de la página web de la entidad; a la DIRECCION DE IMPUESTOS 

Y ADUANAS NACIONALES, DIAN, recibe notificaciones en los correos electrónicos 

notificacionesjudiciales@dian.gov.co los cuales se extraen de la página web de la 

entidad; y a la UNIVERSIDAD AREA ANDINA en los correos electrónicos 

notificacionjudicial@arandina.edu.co los cuales se extraen de la página web de la 

entidad 

 

 

También señalo señor Juez que el suscrito se permite recibir notificaciones y 

requerimientos en el correo electrónico maicolcastillo19@hotmail.com y presento 

como teléfono el celular 3226445869.
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Atentamente, 
 

 

 
 

MICHAEL ALEXANDER CASTILLO ESCOBAR 

 
C.C. 

1.118.299.503 

 
 

ANEXOS 
 

1. Copia Cedula de Ciudadanía 

 
2.  Pantallazos donde emite la CNSC la valoración de la primera fase del concurso 

de mérito. 

 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 

 


